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Exp.- 1271/2019 y ACUMULADO 1282/2019.


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 1271/2019 y ACUMULADO 1282/2019.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********.

	DEMANDADA: COMISIÓN PERMANENTE DE PENSIONES Y ASUNTOS LABORALES DEL HONORABLE AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a trece de junio de dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 1271/2019, promovido por la C.**********, contra actos de la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí.
RESULTANDO
1.- Con oficio número 267/2019, recibido el 2 dos de diciembre de 2019 dos mil diecinueve, el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje remitió expediente 24/2017/D B-6, derivado de la resolución en la que se declaró a la C.**********, como única beneficiaria de los derechos laborales de su finado esposo de nombre de **********, y así mismo se determinó la de incompetencia a favor de éste Tribunal por haber sido un integrante del cuerpo de seguridad pública del Municipio de San Luis Potosí.

En auto del 8 ocho de julio de 2020, éste Tribunal Estatal de Justicia Administrativa admitió la competencia, y se requirió a la Parte Actora a efecto de adecuar su demanda a los requisitos de los artículos 233 y 234 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

2.- Con escrito presentado el 30 treinta de septiembre de 2020 dos mil veinte, la C.**********, cumplió con el requerimiento de adecuar su demanda, por lo que por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, en contra de la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y por el acto que hizo consistir en: 

“La Resolución Definitiva Dictamen CPPAL/D59/2019, aprobada en la sesión de la Comisión Permanente de Pensiones y asuntos Laborales de ésta Ciudad Capital,  de fecha 01 de julio de 2019, en donde se deliberó, discutió y negó el trámite de pensión por viudez presentado por la suscrita, emitiendo el Dictamen cuya Nulidad se demanda, y posteriormente aprobada en la Décima tercera Sesión de Cabildo Municipal, sin tomar en cuenta que la referida demandada había supeditado la emisión de la resolución impugnada a la exhibición del documento que me declarara beneficiaria de los derechos laborales generados por mi esposo mediante Resolución Judicial del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, además de estar sustentada en el artículo 69 fracción II de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del estado de San Luis Potosí, numeral que contraviene las disposiciones de la Ley suprema de la Unión.”
En auto del 25 veinticinco de noviembre de 2020 dos mil veinte, se admitió la demanda, y se ordenó el trámite al incidente de acumulación de autos con suspensión del procedimiento. La Autoridad Demandada fue debidamente notificada y emplazada.

3.- A las 9:00 nueve horas  del 9 nueve de diciembre de 2020 dos mil veinte, se verificó la audiencia del Incidente de acumulación de autos para cumular el expediente número 1282/2019 al presente Juicio Contencioso Administrativo 1271/2019.
4.- El expediente 1282/2019 inicio con el escrito de demanda presentada con fecha 4 cuatro de diciembre de 2019 dos mil diecinueve, por la C.**********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, en contra de la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y por el acto consistente en la resolución definitiva contenida en el Dictamen CPPAL/D59/2019, emitida el 1 de julio de 2019 dos mil diecinueve.
4.1.- En auto del 18 de marzo de 2020 dos mil veinte, se admitió la demanda iniciando lo Juicio Contencioso Administrativo 1282/2019. La Autoridad Demandada fue debidamente notificada y emplazada.
4.3.- Con escrito presentado el 17 de julio de 2020 dos mil veinte, la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí y el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, dieron contestación a la demanda del Juicio Contencioso Administrativo 1282/2019.

En auto del 18 dieciocho de noviembre de 2020, se admitió la contestación de demanda.
4.4.- En auto del 1 uno de diciembre de 2020 dos mil veinte, se decretó la interrupción del procedimiento en el Juicio Contencioso Administrativo 1282/2019, derivado del incidente de acumulación.

5.- Con fecha 22 veintidós de abril de 2021 dos mil veintiuno, se dictó la resolución que decretó la Acumulación de los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1282/2019 al presente Juicio Contencioso Administrativo 1271/2019, levantándose la interrupción del procedimiento.

6.- Con escrito presentado el 15 de diciembre de 2020 dos mil veinte, la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, y el Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí dieron contestación a la demanda del Juicio Contencioso Administrativo 1271/2019.

En auto del 3 tres de agosto de 2021 dos mil veintiuno, se admitió la contestación de la demanda, las pruebas ofertadas por las partes, y se fijaron las 13:00 trece horas del 27 veintisiete de agosto de 2021 dos mil veintiuno, para la celebración de la audiencia final.
7.- A las 13:00 trece horas del 27 veintisiete de agosto de 2021 dos mil veintiuno, se dio inicio a la audiencia final, con asistencia de la Parte Actora, y sin asistencia de las Autoridades Demandadas; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos se agregó el escrito de la Parte Actora, y se asentó que la Autoridad Demandada no presentó escrito de alegatos, y finalmente se citó para resolver.

8.- En auto del 11 once de octubre de 2021 dos mil veintiuno, se ordenó regularizar el procedimiento, llamado como Tercero Interesado a la diversa solicitante de pensión por orfandad **********, por conducto de su madre **********.
9.-  Con escrito presentado el 17 diecisiete de marzo de 2022 dos mil veintidós, la menor **********, por conducto de su madre ********** se apersonó al presente expediente de juicios acumulados.

En auto del 22 veintidós de marzo de 2022 dos mil veintidós, se tuvo a la Tercero por apersonada la presente expediente de juicios acumulados, se le tuvieron por admitidas las pruebas ofertadas, y se fijaron las 11:00 once horas del 20 veinte de abril de 2022 dos mil veintidós, para la audiencia final.

10.- A las 11:00 once horas del 20 veinte de abril de 2022 dos mil veintidós, se dio inicio a la audiencia final, con asistencia de la Autoridad Demandada, y sin asistencia de la Parte Actora y de la Tercero; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después se tuvo a la Parte Actora y a la diversa Autoridad Demandada Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí por formulados alegatos, y se hizo constar que ni la diversa Autoridad Demandada Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, ni la Tercero formularon alegatos, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y  7 fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia de carácter administrativo, suscitada por una resolución que versa sobre el otorgamiento de un pensión civil con cargo al erario del Municipio de San Luis Potosí, respecto de la cual, los citados preceptos le confieren competencia.
SEGUNDO.- La personalidad de la Parte Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En el caso el interés jurídico de la Parte Actora, se encuentra plenamente acreditado en autos, con la documental en donde consta el acto impugnado, de donde se desprende con meridiana claridad que la Actora solicitó el otorgamiento de una pensión por viudez, derivada del fallecimiento de su cónyuge, y que la misma le fue negada por resolución de la Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, en que se aprobó el dictamen número CPPAL/D59/2019, de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del propio Ayuntamiento; por lo que es evidente que le asiste el interés jurídico para controvertir en el presente juicio dicha determinación.

En lo que respecta a la personalidad de la C. **********, quien comparece en nombre y representación de su menor hija **********, ésta quedó debidamente acreditada con la copia certificada del acta de nacimiento visible a fojas 256 dos cientos cincuenta y seis del expediente en que se actúa, y acorde a lo que disponen los artículos  268, 272 y 281 del Código Familiar del Estado; de donde se desprende que quienes ejercen la patria potestad son los legítimos representantes de los menores, que los padres ejercen la patria potestad de sus hijos, y que a falta e uno de los padres el otro ejercerá la patria potestad; a efecto de dar sustento a lo anterior, a continuación se transcriben los preceptos citados que son del tenor literal siguiente:

“ARTICULO 268. La patria potestad es el conjunto de derechos y deberes reconocidos y otorgados por la ley a la madre y al padre o abuelos por ambas líneas en relación a sus hijas, hijos o nietas, nietos, para cuidarlos, protegerlos y educarlos, debiendo imperar el respeto y la consideración mutuos, cualquiera que sea su estado y condición, hasta antes de alcanzar la mayoría de edad. La patria potestad se ejerce, además, sobre los bienes de quienes estén sujetos a ella.”
“ARTICULO 272. Si uno de los progenitores que ejercen la patria potestad fallece o le sobreviene incapacidad de ejercicio, el otro continuará ejecutándola. En caso de controversia la autoridad judicial resolverá considerando siempre el interés superior de las o los menores.”
“ARTICULO 279.- Quien ejerce la patria potestad es legítimo representante de quien esté bajo la misma, y tienen la administración legal de los bienes que les pertenecen, conforme a las prescripciones de este Código.”

Por su parte, la Licenciada **********, y la Licenciada **********, justificaron respectiva y sucedáneamente en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, la calidad de Presidenta de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, con las documentales consistentes en: a) La copia certificada del acta de sesión de Cabildo del 1 uno de octubre de 2018 dos mil dieciocho, en que se designó como Presidenta de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales a la Licenciada **********, que es visible de la foja 133 ciento treinta y tres a 137 ciento treinta y siete; y b) La certificación expedida por el Secretario General del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, del punto de acuerdo de conformación de las Comisiones Permanentes del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, tomado en la sesión solemne del 1 uno de octubre de 2021 dos mil veintiuno, en la que se designó a la Licenciada Maribel Lemoine Loredo como Presidenta de la Comisión de Pensiones y Asuntos Laborales, misma que es visible de la foja 228 doscientos veintiocho a 234 doscientos treinta y cuatro del expediente en que se actúa.

Por otra parte, la Licenciada **********, y el Licenciado **********, justificaron respectiva y sucedáneamente en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, la calidad de Síndico del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, con la respectiva cita de las publicación de la integración de los 58 cincuenta y ocho Ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí, para los periodos constitucionales del 1 uno de octubre de 2018 dos mi dieciocho al 30 treinta de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 30 treinta de septiembre de 2018 dos mil dieciocho,  y del 1 uno de octubre de 2021 dos mil veintiuno al 30 treinta de septiembre de 2024 dos mil veinticuatro, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 2 dos de octubre de 2021 dos mil veintiuno.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria,  en el caso no hay causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.
Por su parte, la Autoridad Demandada no hizo valer causales de improcedencia y sobreseimiento.

CUARTO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo se integra en las posturas divergentes de las partes, que se concretan en lo siguiente.

El Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, en la Décimo Tercera Sesión de Cabildo, aprobó el dictamen de la Comisión Permanente de Pensiones y Asuntos Laborales número CPPALD/D59/2019, en donde se determinó negar la pensión por viudez solicitada por la Parte Actora, y la pensión por orfandad solicitada por la Tercero, respecto de los derechos pensionarios de Juan Jesús Ovalle Juárez; dicha negativa se sustenta en que el finado cónyuge y padre respectivamente, falleció por causas ajenas al servicio es decir no se trató de un accidente de trabajo, y habiendo computado 9 nueve años de servicios, por lo que no computó los 15 años de servicios requeridos por el artículo 69 fracción II de la Ley de Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales Para los Trabajadores al Servicio para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí.
En oposición a lo anterior, la Parte Actora aduce que la disposición contenida en el artículo 69 fracción II de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales Para los Trabajadores al Servicio para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, es contraria a la ley Suprema de la unión en términos de los artículos 1° y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; al respecto señala que Leyes  reglamentarias del artículo 123 de la Constitución, establecen un periodo de cotización o antigüedad mucho más corto que los 15 años que exige la Ley de pensiones, ya que la Ley del Seguro Social prescribe un periodo de cotización de 150 semanas, que equivalen a unos 2.88 dos punto ochenta y ocho años, y la Ley de Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado establece un periodo mínimo de cotización de tres años.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito de demanda, se localizan de la foja 55 cincuenta y cinco a la foja 63 sesenta y tres (escrito inicial de demanda del Juicio Contencioso Administrativo 1271/2019), y de la foja 88 ochenta y ocho a la 97 noventa y siete (escrito de inicial de demanda Juicio Contencioso Administrativo acumulado 1282/2019) del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Tercera Sala Unitaria, el argumento formulado en el capítulo de conceptos de impugnación del escrito de demanda, resultó infundado, y por ende insuficiente para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada.

En un primer momento, es necesario precisar la identidad de los conceptos de impugnación de los dos escritos de demanda de los juicios acumulados; es decir en ambos escritos de demanda, la Parte Actora formula las mismas argumentaciones, tendientes a establecer la ilegalidad de la resolución impugnada.
Como ya se relató, en lo esencial, la Parte Actora sostiene que la disposición contenida en el artículo 69 fracción II de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales Para los Trabajadores al Servicio para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, es contraria a la ley Suprema de la unión en términos de los artículos 1° y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; al respecto señala que Leyes reglamentarias del artículo 123 de la Constitución, establecen un periodo de cotización o antigüedad mucho más corto que los 15 años que exige la Ley de pensiones, ya que la Ley del Seguro Social prescribe un periodo de cotización de 150 semanas, que equivalen a unos 2.88 dos punto ochenta y ocho años, y la Ley de Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado establece un periodo mínimo de cotización de tres años.

Este argumento es infundado, habida cuenta que ni la Ley del Seguro Social, ni la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, encuadran en la hipótesis de Ley Suprema en términos del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y además se trata de ordenamientos legales que no son aplicables al caso concreto.

En efecto, de acuerdo a lo que dispone el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la propia Constitución, los tratados internacionales celebrados por el Presidente y aprobados por el Senado, y las Ley del Congreso de la Unión que manen de la Constitución, constituyen la Ley Suprema de la Unión.
A continuación se transcribe la disposición Constitucional:

“Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada entidad federativa se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de las entidades federativas.”
El enunciado normativo transcrito, ha sido interpretado por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Tesis Aislada de rubro: “LEYES GENERALES. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL”, que a continuación se transcribe:
“LEYES GENERALES. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL.- La lectura del precepto citado permite advertir la intención del Constituyente de establecer un conjunto de disposiciones de observancia general que, en la medida en que se encuentren apegadas a lo dispuesto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, constituyan la "Ley Suprema de la Unión". En este sentido, debe entenderse que las leyes del Congreso de la Unión a las que se refiere el artículo constitucional no corresponden a las leyes federales, esto es, a aquellas que regulan las atribuciones conferidas a determinados órganos con el objeto de trascender únicamente al ámbito federal, sino que se trata de leyes generales que son aquellas que pueden incidir válidamente en todos los órdenes jurídicos parciales que integran al Estado Mexicano. Es decir, las leyes generales corresponden a aquellas respecto a las cuales el Constituyente o el Poder Revisor de la Constitución ha renunciado expresamente a su potestad distribuidora de atribuciones entre las entidades políticas que integran el Estado Mexicano, lo cual se traduce en una excepción al principio establecido por el artículo 124 constitucional. Además, estas leyes no son emitidas motu proprio por el Congreso de la Unión, sino que tienen su origen en cláusulas constitucionales que obligan a éste a dictarlas, de tal manera que una vez promulgadas y publicadas, deberán ser aplicadas por las autoridades federales, locales, del Distrito Federal y municipales.”

De acuerdo a la intelección que hizo el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las leyes emitidas por el Congreso de la Unión que emanan de la Constitución, no son las leyes federales, ya que éstas regulan las atribuciones conferidas a determinados órganos con el objeto de trascender únicamente al ámbito federal, atentos a la distribución competencia que se establece en el texto Constitucional en tres Órdenes de Gobierno: Federal, Estatal y Municipal, que tienen atribuciones diversas cuya trascendencia está limitada a su ámbito de gobierno; Por lo cual, se arriba a la conclusión, que las leyes a que se refiere el texto Constitucional, son la leyes generales, justamente porque están destinadas a incidir válidamente en los tres órdenes de gobierno, pues corresponden a leyes en que el Poder Revisor de la Constitución ha delegado su potestad distribuidora de competencias en el Congreso de la Unión, como excepción al artículo 124 de la Constitución, además de que se trata de leyes que emite el Congreso de la Unión en cumplimiento a un mandato contenido en la propia Constitución que le obliga a emitirlas, por lo que una vez promulgadas y publicadas deben ser aplicadas por los tres ámbitos de gobierno, es decir la federación, los estados y los municipios.
Ahora bien, Ley del Seguro Social como la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, son leyes federales, que están destinadas a trascender únicamente al ámbito federal, es decir regulan atribuciones del gobierno federal en relación a la materia de seguridad social, cuya distinción esencial son los destinatarios de la Ley, puesto que la primera está enfocada a la seguridad social a cargo y a favor de los particulares, y la segunda a la seguridad y servicios sociales de los trabajadores de la Federación, entendido en sentido amplio, como se expone más adelante.

En ese orden de ideas, no se trata de leyes generales, y por ende, como se adelantó no se ubican en la hipótesis de ser Ley Suprema de la Unión, como lo pretende hacer ver la Parte Actora.
Ahora bien, dichas disposiciones no resultan aplicables al caso concreto, ya que en el caso que nos ocupa el finado esposo de la actora de nombre de **********, se desempañó como integrante del cuerpo de seguridad pública del Honorable Ayuntamiento de San Luis Potosí, es decir, se trata de una relación jurídico administrativa, entre un particular y el gobierno del Municipio de San Luis Potosí, concretada por el acto condición que es el nombramiento respectivo. Sobre el tema es aplicable la Tesis de Jurisprudencia que se transcribe continuación:
“POLICÍA FEDERAL MINISTERIAL. LOS NOMBRAMIENTOS DE SUS AGENTES NO SON CONTRATOS DE TRABAJO SINO "ACTOS CONDICIÓN".- Los nombramientos a cargos públicos, como los de Policía Federal Ministerial, representan actos administrativos condicionados, también conocidos como "actos condición", en virtud de que sus investiduras no se concretan mediante un acto unilateral (aunque sea discrecional) emitido por la persona facultada para hacer la designación, pues no puede imponerse obligatoriamente un cargo público a un administrado sin su aceptación, ni tampoco se trata de un contrato, porque el nombramiento no origina situaciones jurídicas individuales. Por ende, se trata de actos diversos en cuya formación concurren las voluntades del Estado y del particular que acepta el nombramiento, cuyos efectos no son fijar derechos y obligaciones recíprocas, sino condicionar la existencia del acto administrativo del que deriva el cargo a las disposiciones legales vigentes en las que se determinen abstracta e impersonalmente los derechos y obligaciones que les corresponden, de manera que esta modalidad representa una expresión de la voluntad de la administración pública mediante resolución, que se caracteriza porque su validez o extinción se relaciona necesariamente con acontecimientos futuros e inciertos que representan las condiciones a las cuales se subordina tanto el valor como la subsistencia del acto. Por tanto, los nombramientos de los agentes policiales, siendo actos condición, jurídicamente no pueden considerarse contratos de trabajo conforme a la fracción XIII del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que excluye a los miembros de los cuerpos de seguridad pública y policías de la aplicación de las normas que rigen las relaciones del Estado con sus trabajadores, siendo esa expulsión el fin constitucional perseguido con la introducción de esa regulación, concretada mediante el decreto de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de diciembre de 1960, en cuya exposición de motivos se mencionó que era necesario establecer bases constitucionales para un régimen protector de los empleados al servicio del Estado en términos semejantes -no iguales- a los previstos en el apartado A, por una parte, pero con la precisión, por la otra, de que de dicho estatus se haría la exclusión expresa de cuatro grupos: militares, marinos, miembros de los cuerpos de seguridad pública y el personal del servicio exterior, lo que a la fecha permanece a pesar de las reformas constitucionales posteriores.”

Así las cosas, los integrantes de los cuerpos de seguridad pública, en el caso del Municipio de San Luis Potosí, no son propiamente trabajadores, sin embargo, si cuentan con derecho a la seguridad social, ya que ello deviene del artículo 123 apartado B fracción XIII tercer párrafo, que se transcribe a continuación:
“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley. 

Párrafo adicionado DOF 19-12-1978. Reformado DOF 18-06-2008 
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán:
B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores:

XIII. (…)

(…)

Las autoridades federales, de las entidades federativas y municipales, a fin de propiciar el fortalecimiento del sistema de seguridad social del personal del Ministerio Público, de las corporaciones policiales y de los servicios periciales, de sus familias y dependientes, instrumentarán sistemas complementarios de seguridad social. (…)”

Una vez precisado lo anterior, es oportuno retomar el ámbito de aplicación de la Ley del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.
De acuerdo con lo que establece el artículo 1 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, se aplica a los trabajadores de la Federación, como lo son los  de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, los órganos jurisdiccionales autónomos, los órganos constitucionalmente autónomos, y del Distrito Federal; en su fracción VIII, se prevé la posibilidad de que dicha Ley se aplique a los Trabajadores de las entidades federativas y de los municipios, cuando se celebre el convenio respectivo, lo que en nuestro caso no sucede, ya que no fue materia de argumento ni de prueba la existencia de un convenio con el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, para la cobertura de seguridad y servicios sociales a los integrantes del cuerpo de seguridad pública del Municipio de San Luis Potosí, por el contrario es patente que en el caso la prestación de seguridad social relativa a la viudez, la asume directamente el Municipio de San Luis Potosí.
A continuación se transcribe el artículo 1 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado:
“Artículo 1. La presente Ley es de orden público, de interés social y de observancia en toda la República, y se aplicará a las Dependencias, Entidades, Trabajadores al servicio civil, Pensionados y Familiares Derechohabientes, de: 

I. La Presidencia de la República, las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal, incluyendo al propio Instituto; 

II. Ambas cámaras del Congreso de la Unión, incluidos los diputados y senadores, así como los Trabajadores de la Entidad de Fiscalización Superior de la Federación; 

III. El Poder Judicial de la Federación, incluyendo a los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, magistrados y jueces, así como consejeros del Consejo de la Judicatura Federal; 

IV. Se deroga. 
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V. Los órganos jurisdiccionales autónomos; 

VI. Los órganos con autonomía por disposición constitucional;

VII. El Gobierno del Distrito Federal, sus órganos político administrativos, sus órganos autónomos, sus Dependencias y Entidades, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, incluyendo sus diputados, y el órgano judicial del Distrito Federal, incluyendo magistrados, jueces y miembros del Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, conforme a su normatividad específica y con base en los convenios que celebren con el Instituto, y 

VIII. Los gobiernos de las demás Entidades Federativas de la República, los poderes legislativos y judiciales locales, las administraciones públicas municipales, y sus Trabajadores, en aquellos casos en que celebren convenios con el Instituto en los términos de esta Ley.”
Por su parte, la Ley del Seguro Social en el artículo 6 establece dos regímenes de incorporación, el obligatorio y el voluntario, los sujetos del primero se definen en el artículo 12 del ordenamiento, mismo que se transcribe en seguida:
“Artículo 12. Son sujetos de aseguramiento del régimen obligatorio:

I. Las personas que de conformidad con los artículos 20 y 21 de la Ley Federal del Trabajo, presten, en forma permanente o eventual, a otras de carácter físico o moral o unidades económicas sin personalidad jurídica, un servicio remunerado, personal y subordinado, cualquiera que sea el acto que le dé origen y cualquiera que sea la personalidad jurídica o la naturaleza económica del patrón aun cuando éste, en virtud de alguna ley especial, esté exento del pago de contribuciones;

Fracción reformada DOF 20-12-2001

II. Los socios de sociedades cooperativas;

Fracción reformada DOF 20-12-2001, 02-07-2019

III. Las personas que determine el Ejecutivo Federal a través del Decreto respectivo, bajo los términos y condiciones que señala esta Ley y los reglamentos correspondientes, y

Fracción reformada DOF 20-12-2001, 02-07-2019

IV. Las personas trabajadoras del hogar.
En la transcripción podemos apreciar, que los sujetos del régimen obligatorio de incorporación al Instituto Mexicano del Seguro Social, son los trabajadores en general que prestan servicios a particulares, cualquiera que se la personalidad jurídica o la naturaleza económica del patrón, así como los socios de sociedades cooperativas, las que se incorporen por decreto del ejecutivo Federal, y las personas trabajadoras del hogar.

Ahora bien, en el artículo 13 fracción V de la Ley del Seguro Social, se hace referencia a los trabajadores de las administraciones públicas municipales como sujetos del régimen voluntario de incorporación, misma que está condicionada a dos requisitos, que los trabajadores estén excluidos o no comprendidos en otras leyes o decretos, y a que se suscriba el convenio respectivo entre el Municipio y el Instituto Mexicano del Seguro Social. En seguida se transcribe las disposición en comento.
Artículo 13. Voluntariamente podrán ser sujetos de aseguramiento al régimen obligatorio: (…)
V. Los trabajadores al servicio de las administraciones públicas de la Federación, entidades federativas y municipios que estén excluidas o no comprendidas en otras leyes o decretos como sujetos de seguridad social.

Mediante convenio con el Instituto se establecerán las modalidades y fechas de incorporación al régimen obligatorio, de los sujetos de aseguramiento comprendidos en este artículo.

Dichos convenios deberán sujetarse al reglamento que al efecto expida el Ejecutivo Federal.

En ese orden de ideas, en relación a nuestro caso, se debe decir en cuanto al régimen voluntario, que si bien se prevé la posibilidad los trabajadores de las administraciones públicas municipales, y por asimilación los integrantes de los cuerpos de seguridad pública, de que se incorporen en el régimen voluntario al Instituto Mexicano del Seguro Social, en todo caso ello está supeditado a que se celebre el convenio respectivo; lo que en nuestro caso no sucedió, ya que no fue materia de argumento ni de prueba la existencia de un convenio con el Instituto Mexicano del Seguro Social, para la cobertura de seguridad y servicios sociales a los integrantes del cuerpo de seguridad pública del Municipio de San Luis Potosí, por el contrario es patente que en el caso la prestación de seguridad social relativa a la viudez, la asume directamente el Municipio de San Luis Potosí.
De todo lo anterior, se sigue que ni la ni la Ley del Seguro Social, ni la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, son aplicables en nuestro caso concreto, y por tanto el argumento de la Parte Actora en ese sentido deviene infundado.
En consecuencia, con fundamento en al artículo 251 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, se decreta la legalidad y validez del acto impugnado.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 248, 249, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta la legalidad y validez del acto impugnado, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuesto en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
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